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en representación de 
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AL  
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v.  
 

COMISION DE SERVICIO 

PÚBLICO; ESTADO 
LIBRE ASOCIADO DE 
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Revisión  
procedente de la 
Comisión de 
Servicio Público  
 
Sobre: AUTORIZACIÓN 

A TODOS LOS 
CONCESIONARIOS 

BONAFIDE DE LA CSP 
PARA LICITAR EN 
TODAS LAS SUBASTAS 

QUE SEAN LLEVADAS 
A CABO EN EL 
DEPARTAMENTO DE 
EDUCACIÓN O POR 
LAS JUNTAS DE 
SUBASTAS DE LOS 
MUNICIPIOS DE 
PUERTO RICO Y 
DEFINICIÓN DEL 
TÉRMINO “RUTA” 

 
 

Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero 
González, el Juez Rivera Colón y la Juez Surén Fuentes. 
 
Piñero González, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

Comparecen el señor Erizel Torres Torres en 

representación de Guadiana Bus Line, et al. (los 

recurrentes) el 12 de agosto de 2016 cuando presentan el 

recurso de revisión judicial de título, en unión a Moción 

Urgente en Auxilio de Jurisdicción (Moción Urgente).  Los 

recurrentes impugnan la validez jurídica del Acuerdo 

Interpretativo/Documento Guía-Acuerdo Número V-2016 

(Acuerdo Interpretativo) que fue aprobado por la 

Comisión de Servicio Público (Comisión o agencia 

recurrida) el 10 de mayo de 2016, notificado el 1ro de 

agosto de corriente.  Sostienen los recurrentes que 
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mediante dicho Acuerdo Interpretativo, la Comisión 

“enmendó” el Reglamento Núm. 7190 de 4 de agosto de 

2006, Reglamento para la Transportación de Escolares 

(Reglamento 7190), a los fines de añadir una definición 

“del término “ruta” que no tiene dicho Reglamento 

7190…”.  Añaden que la determinación de la Comisión 

fue realizada “sin seguir el procedimiento que para ello se 

establece” en la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme (LPAU), 3 LPRA 2121 et seq. 

 Surge del expediente que el mismo 12 de agosto del 

corriente emitimos Resolución en la cual declaramos Con 

Lugar la Moción Urgente.  En su consecuencia, 

paralizamos desde ese momento la ejecución del 

mencionado Acuerdo y acortamos los términos, según 

nos autoriza la Regla 7(B)(5) de nuestro Reglamento. 

Además, le concedimos a la Comisión un término a 

vencer el 18 de agosto de 2016 a las 3:00 de la tarde para 

exponer su parecer sobre los méritos del recurso.   

En cumplimiento con lo requerido la Comisión 

comparece el 18 de agosto del corriente a la 1:01 de la 

tarde, cuando solicita la Desestimación del recurso por 

falta de jurisdicción. Informa que “ha decidido 

voluntariamente dejar sin efecto dicho Acuerdo”. En 

síntesis la Comisión expresa que “la controversia 

planteada en este recurso de revisión se ha tornado 

académica, por lo que procede su desestimación.”  
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II. 

La doctrina de academicidad es uno de los pilares 

del concepto de justiciabilidad, mediante el cual los 

tribunales delimitan sus funciones. Un caso se torna 

académico cuando por el transcurso del tiempo, debido a 

cambios en los hechos o en el Derecho durante el trámite 

del litigio, el mismo pierde su carácter adversativo y el 

remedio que pudiese concederse no tendrá efectos 

prácticos. Angueira v J.L.B.P. 150 DPR 10 (2000); Misión 

Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64 (1998); E.L.A. v. Aguayo, 80 

DPR 554 (1958). Esta norma persigue evitar el uso 

innecesario de recursos judiciales y evitar 

pronunciamientos o precedentes innecesarios. Comisión 

Estatal de Elecciones v. Departamento de Estado, 134 

DPR 927 (1993). 

Al determinar si un caso es académico, es esencial 

determinar si la decisión emitida tendrá efectos prácticos 

sobre la controversia existente. De no ser así, el tribunal 

debe abstenerse de considerarlo en sus méritos, ya que 

un dictamen sobre un caso que se ha tornado académico 

constituiría una opinión consultiva. Angueira v J.L.B.P., 

supra; Comisión Estatal de Elecciones v. Departamento de 

Estado, supra. 

Al evaluar la academicidad de un caso es necesario 

examinar los eventos anteriores, próximos y futuros, de 

manera que se pueda determinar si la controversia 
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perdura durante el transcurso de todo el trámite judicial. 

Pres. del Senado, 148 DPR 737 (1999); Comisión Estatal 

de Elecciones v. Departamento de Estado, supra. De igual 

forma, en P.P.D. v. Gobernador I, 139 DPR 643 (1995), 

nuestro más alto Foro expresó que un caso académico es 

“uno en [el] que se trata de obtener... una sentencia 

sobre un asunto, que al dictarse, por alguna razón no 

podrá tener efectos prácticos sobre una controversia 

existente...”. Id. (Énfasis suplido). 

Como corolario de lo antes expuesto, el Reglamento 

de este Tribunal de Apelaciones dispone en la Regla 

83(B)(5), 4 LPRA XXII-A, que una parte podrá solicitar en 

cualquier momento la desestimación de un recurso por 

que el recurso se ha convertido en académico. 

Igualmente la Regla 83(C) nos autoriza a desestimar un 

recurso por los motivos consignados en el inciso (B) de la 

Regla 83. Es menester señalar que un tribunal apelativo 

no puede atender un recurso que se ha tornado 

académico porque carece de jurisdicción para así hacerlo. 

Su presentación no tiene efectividad jurídica alguna. 

Juliá v. Vidal, 153 DPR 357 (2001). Los tribunales 

pierden su jurisdicción sobre un caso por academicidad 

cuando ocurren cambios durante el trámite judicial de 

una controversia particular que hacen que ésta pierda su 

actualidad, de modo que el remedio que pueda dictar el 

tribunal no ha de llegar a tener efecto real alguno en 
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cuanto a esa controversia. “Con esta limitación sobre el 

poder de los tribunales, se persigue evitar el uso 

innecesario de los recursos judiciales y obviar 

pronunciamientos autoritativos de los tribunales que 

resulten superfluos.” C.E.E. v. Depto. de Estado, 134 DPR 

927 (1993). 

III. 

 Lo cierto es que el Acuerdo Núm. VI-2016 adoptado 

por la Comisión el 17 de agosto de 2016 deroga el 

anterior Acuerdo Núm. V-2016 cuya validez jurídica fue 

impugnado por los recurrentes mediante la presentación 

de este recurso.  Dicha determinación ocurre el 17 de 

agosto del corriente, es decir, con posterioridad a la 

presentación del recurso de título. Esto provoca que no 

exista ahora una controversia viva que amerite ser 

dilucidada por este Tribunal de Apelaciones. De ahí que 

cualquier pronunciamiento que hiciéramos sobre el 

significado jurídico, si alguno, del Acuerdo Núm. V-2016, 

constituirá una Opinión Consultiva.   

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, los 

cuales hacemos formar parte de esta Sentencia, 

desestimamos este caso por falta de jurisdicción por 

academicidad.  En su consecuencia, levantamos la orden 

de paralización emitida el 12 de agosto de 2016. 
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Adelántese de inmediato vía facsímil o por correo 

electrónico a todas las partes, a la Comisión de Servicio 

Público por conducto de su Presidente, Hon. Omar E. 

Negrón Judice, y a la Procuradora General de Puerto 

Rico, y notifíquese posteriormente. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


